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Desata la Sala por medio del presente fallo, la impugnación presentada por la accionante MARTHA LUCÍA RUÍZ MONROY, contra el fallo de tutela proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, dentro del trámite constitucional donde aparece  como accionado el Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana –INURBE EN LIQUIDACIÓN-.
1.- SOLICITUD  

Señala la accionante, que mediante resolución No. 1609 del veinticinco (25) de agosto de mil novecientos noventa y cinco (1995), se les otorgó un subsidio por valor de $1.244.721, cuyo pago se habría producido mediante dos (2) desembolsos, el primero, del quince (15) de enero de mil novecientos noventa y seis (1996) por $777.951,30 y el segundo, realizado el tres (3) de diciembre siguiente, por un valor de $446.770,78 a favor del Fondo de Vivienda Popular, entidad que nunca hizo entrega del subsidio correspondiente. Así se desprende de la respuesta que le suministró Fiduagraria, ante un derecho de petición interpuesto desde el veinte (20) de abril de dos mil cinco (2005) que sólo fue contestado el pasado veintidós (22) de noviembre.

Afirma la actora que no se sabe a ciencia cierta a quién entregó el Fondo de Vivienda el dinero mencionado, lo que denota que no se hizo por parte del INURBE ningún control, seguimiento y verificación de la entrega del subsidio. Tales irregularidades, los han perjudicado porque aparecen en la base de datos como beneficiarios de un subsidio que nunca recibieron. Por tal razón, acude a la acción de tutela para exigir que se les retire de la citada base de datos o se les reintegre el subsidio debidamente indexado.
2.- FALLO

La señora Juez de instancia, luego de analizar el contenido de la respuesta suministrada por la entidad accionada, en el sentido que ya le había informado a la peticionaria que no podía acceder al subsidio que pretendía, hasta que se reintegrara el valor asignado debidamente indexado; concluyó que no era procedente otorgar el amparo solicitado. 
El fundamento para llegar a tal conclusión, lo encontró en que dado que la pretensión de la petición era que se habilitara a la accionante en la base de datos para poder acceder a otro subsidio de vivienda o que en su defecto, se le reintegrara el dinero con indexación. Así las cosas, era un asunto que no podía ser solucionado por el Juez de Tutela, habida cuenta de ser materia de carácter administrativo derivada de una reglamentación entre el Estado y el particular, que debía ser resuelta por el Despacho correspondiente o bien, acudir a las vías judiciales pertinentes. Por tanto, existían otros medios de defensa judicial que no podían suplirse con la acción de tutela, cuyo carácter era preferente y sumario.

Además, no existía merito probatorio que permitiera concluir que a la actora se le estuviere vulnerando alguno de los derechos fundamentales.
3.- IMPUGNACIÓN

La actora, por supuesto, no estuvo de acuerdo con el fallo contrario a sus intereses y lo impugnó con los siguientes argumentos:

La señora Juez no tuvo en cuenta las pruebas allegadas para demostrar la vulneración del derecho, como lo era el “pantallazo” sobre CONSULTA DE POSTULANTES ASIGNADOS, PLANES Y PROGRAMAS, que fue enviado por la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario –FIDUAGRARIA S.A.- y en los comprobantes de egresos girados a favor del Fondo de Vivienda Popular y no a nombre de alguna persona del grupo familiar de la actora. La respuesta de FIDUAGRARIA no es coherente y no se refería a fondo sobre la petición hecha, ya que sólo enviaron unas copias sin realizar ningún análisis previo. El subsidio no fue reclamado por ellos ya que no aportaron los documentos requeridos por el FONDO DE VIVIENDA POPULAR para ser beneficiarios del mismo, lo cual se veía claramente en el “pantallazo” atrás aludido, que indicaba “PLAZO VENCIDO PARA DCTOS” y en los comprobantes de egresos girados a favor del FONDO DE VIVIENDA POPULAR y no a su nombre.
Solicita se le ordene al INURBE que a la mayor brevedad cese la vulneración del derecho fundamental de petición y el derecho a la rectificación de información inexacta o errónea.

4.- SE CONSIDERA

De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito, en su rol de juez constitucional.

Tal vez una de las garantías constituciones fundamentales más desarrolladas jurisprudencialmente sea aquella concerniente con el Derecho de Petición, consagrado en el art. 23 de la Constitución Nacional, cuyo objetivo es precisamente garantizar a las personas dentro de un término previamente definido, una decisión de fondo que les permita, por ejemplo, establecer una estrategia a seguir. Al respecto, se ha dicho: 
La garantía de que se trata se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. En el marco del derecho de petición, "sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado"

Por manera que comparada la contestación suministrada por la entidad accionada frente a la petición elevada por los señores MARTHA LUCÍA RUÍZ BEDOYA y JAIME DE JESÚS GÓMEZ ZAPATA, se observa que en efecto la entidad demandada ha emitido decisión de fondo mediante la cual informa que dadas las inconsistencias presentadas respecto a la información del subsidio, no puede menos que negar la solicitud que en ese sentido se elevó.

Al respecto, es oportuno recordar la manera como debe procederse frente a las peticiones de los ciudadanos, tal como lo consigna el siguiente extracto jurisprudencial: 

-En armonía con lo expuesto, para la Sala es claro que al juez constitucional compete resolver sobre la alegada vulneración del derecho fundamental de petición, cuyas características esenciales han sido definidas por esta Corporación así:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.

Analizado el asunto desde este punto de vista, se tiene que en efecto, el INURBE ha señalado el camino a la actora, para que si desea insistir en su pretensión, recurra primero ante las entidades que han tenido que ver con el subsidio, nos referimos en concreto al FONDO DE VIVIENDA POPULAR, entidad ante la cual se deben suministrar las respectivas inquietudes sobre los debitados desembolsos que la actora afirma nunca haber recibido.

Como se ve, el presente evento, tiene un trasfondo de índole probatorio que escapa al trámite constitucional, dado que tal como están las cosas, no es posible que el Juez de Tutela, de manera directa emita una orden con el sentido pretendido en la demanda, dado que primero se requiere que se aclare lo atinente con el real destinatario del subsidio.

En ese orden de ideas, lo que se impone es la confirmación del fallo de tutela impugnado.

5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito, que fuera impugnado. 
SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     


 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Corte Constitucional. Sentencias T 198 y T 1774 de 2000. 


� Sentencia T-1058 del 28-10-2004 M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis.
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